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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Eduardo Brenta. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Luis Blasina, Gonzalo Mujica, Jorge Patrone y Mónica 


Travieso. 
DELEGADO 
DE a | 
SECTOR: Señor Representante Pablo Pérez González. 


INVITADOS: Por las Cooperativas de Ahorro y Crédito del departamento de Maldonado, doctora Andrea 
Chiappara y señores Francisco Vallejo y Gabriel Díaz Fernández. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación, integrada por la doctor Andrea Chiappara y por los 
señores Francisco Vallejo y Gabriel Díaz Fernández, que viene en representación de las Cooperativas de 
Ahorro y Crédito de Capitalización de Maldonado, entre ellas, de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los 
Funcionarios de la Intendencia Municipal de Maldonado, de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Solidaridad, 
de la Cooperativa de los Funcionarios de la Enseñanza de Maldonado, de la Cooperativa de Ahorro y Crédito 
de Empleados, Profesionales y Amigos y de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Esteña. 


Hemos recibido de parte de este conjunto de cooperativas una solicitud de entrevista para referirse al 
proyecto de ley que está a estudio de esta Comisión. 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido. 


Queremos plantear nuestras inquietudes sobre el proyecto de ley que tienen a estudio y dar nuestros puntos 
de vista sobre algunos aspectos que nos afectan. Venimos en nombre de casi todas las Cooperativas de 
Ahorro y Crédito de Capitalización de Maldonado que usted mencionó; aproximadamente, representamos a 
ocho mil socios. Les vamos a dejar una carpeta con un memorándum sobre nuestro punto de vista respecto al 
proyecto. Venimos a hablar estrictamente de la modalidad de ahorro y crédito. 


Este proyecto de ley pretende regular todo el universo cooperativo uruguayo. Vamos a hacer mención al 
punto que podría afectar la operativa de nuestra modalidad, y no al resto porque no nos compete ni nos 
parece oportuno. Además, la Comisión ya recibió al doctor Rippe, y como es uno de los asesores de la 
Cámara Uruguaya de Cooperativas de Ahorro y Crédito de Capitalización, que nuestras cooperativas 
integran, nos sentimos representados con su opinión. 


Básicamente, vamos a referirnos a dos puntos de este proyecto de ley que serían nocivos para el 
funcionamiento del sector de ahorro y crédito en ambas modalidades, de capitalización y de intermediación 
financiera. Particularmente, nos queremos referir al Consejo Superior de Cooperativismo, que está plasmado 
en ese proyecto de ley. En lo que tiene que ver con la modalidad de ahorro y crédito no consideramos 
conveniente desde ningún punto de vista que exista ese organismo, por varias razones. Nos parece que en la 
realidad de Uruguay no es buena cosa que el Estado delegue la supervisión, en este caso del cooperativismo 
de ahorro y crédito, en un organismo de esa naturaleza. Esa realidad existe en otros países, como por ejemplo 
en Chile, donde todo el movimiento cooperativo de ahorro y crédito está unificado en una sola federación y 
el Estado delega en ella el contralor de las cooperativas. Eso en Uruguay no existe, porque el movimiento 
cooperativo de ahorro y crédito no está unificado. Existen tres Federaciones, dos Cámaras y hay cooperativas 
que no integran ninguna de las dos. Algunas cooperativas integramos una Cámara y no integramos 
Federaciones; otras cooperativas integran los dos organismos. Es múltiple la realidad en ese aspecto. Tal 
como establece el proyecto de ley, ese Consejo se elegiría con representantes de CUDECOOP, pero un 
porcentaje mayoritario de las cooperativas de ahorro y crédito no están representadas allí, porque no 
integramos las Federaciones que forman parte de ella. Entonces, corremos el riesgo de no estar representados 
en ese Consejo y que además nos regule la competencia. Consideramos que ese es un riesgo muy fuerte. 
Determinadas cooperativas, grandes, medianas o pequeñas, se podrían poner de acuerdo para hacer la 
operación política correspondiente y luego entrar al Consejo Superior del Cooperativismo, que sería el que 
nos supervisaría. Además, en Uruguay no es conveniente que eso se haga, teniendo en cuenta nuestra 
modalidad. Tal vez eso puede funcionar muy bien para cooperativas de producción o agropecuarias, pero por 
la naturaleza de nuestras cooperativas, que es el manejo del dinero de los socios, consideramos que la 
capacidad de supervisión debe ser del Estado. El Estado debería continuar mejorando las condiciones y 
supervisando las cooperativas de ahorro y crédito. Actualmente hay una debilidad, de parte de la Auditoría 
Interna de la Nación, en la supervisión de las Cooperativas de Ahorro y Crédito de Capitalización. Ya sabrán 
de la gran existencia de pseudocooperativas o cooperativas irregulares que están actuando en el mercado y 
que en realidad son asociaciones de prestamistas que usan la modalidad de las cooperativas por razones de 
exoneración impositiva. Consideramos que esa capacidad de supervisión, de contralor, debe ser del Estado. 
Se debe dar más herramientas al organismo que realice el control de las cooperativas para que sea más 
efectivo. Por ejemplo, la Auditoría Interna de la Nación, que antes se llamaba Inspección General de 
Hacienda, que es la que se encarga de supervisar las cooperativas de Maldonado, en treinta años fue dos 
veces a inspeccionar. Eso habla a las claras de que el control es muy débil. Si se considera que la Auditoría 
Interna de la Nación no es el organismo apropiado para hacer el contralor, en vez de armar este Consejo 
Superior de Cooperativismo podría instrumentarse una Superintendencia de Economía Social o 
Superintendencia de Instituciones Cooperativas. En todos los países funciona de esta manera, ya sea en el 
ámbito del Ministerio de Economía o en el de Trabajo. Esa es la experiencia de otros países de América 
Latina, como Argentina o Colombia, y también la de España, donde en el ámbito de cualquiera de esas dos 
Carteras hay un organismo -normalmente se llama Superintendencia- que es el encargado de realizar el 
contralor específico de las cooperativas de ahorro y crédito. En el caso de Uruguay, la Auditoría Interna de la 
Nación tiene mucho trabajo, su función fundamental no es la supervisión de las cooperativas sino el contralor 
que hace al Estado y la supervisión de las sociedades anónimas, etcétera. 


Es obvio y notorio que existe debilidad en el contralor de las cooperativas de ahorro y crédito -lo tenemos 
muy claro- y queremos que esta posición cambie porque nuestras cooperativas no tienen nada que esconder. 
Pagamos todos los impuestos -nos complican la vida, y mucho- y no tenemos ningún tipo de dificultad con 
que la Auditoría Interna de la Nación, la DGI o el BPS nos controle. Queremos más contralor y que el Estado 
controle y desarme las cooperativas irregulares o pseudocooperativas. Creemos que debe existir un 
organismo del Estado que debe tener más potestades de contralor, pero por estas razones no consideramos 
que la solución pase por el Consejo Superior de Cooperativismo. 


Además, no nos parece lógico que el sector cooperativo sea juez y parte. Es decir, que en el Consejo Superior 
de Cooperativismo haya delegados del mismo cooperativismo para regularse a sí mismo. En Uruguay eso no 
funciona bien. No nos parece apropiado que el movimiento cooperativo sea juez y parte en este caso, sino 


que la supervisión y el contralor debe estar en manos del Estado y que la institución dependiente del Estado 
que realice ese contralor debe contar con los recursos humanos y materiales necesarios para llevarlo adelante 
como corresponde, dada la particular delicadeza de las cooperativas de ahorro y crédito, por cuanto estamos 
hablando del dinero de la gente y debe haber trasparencia y cristalinidad en su manejo, que es lo que 
corresponde de acuerdo con las normas. Además, hay que tener en cuenta que desde la crisis la gente es 
bastante sensible a este tipo de situaciones. 


La creación de un Consejo Superior de Cooperativismo, que además tendría facultades de intervenir 
cooperativas y de hacer la tarea de mediación y de arbitraje que promueve este proyecto de ley, es una de las 
más grandes discrepancias que tenemos. No consideramos que el mismo sector deba supervisarse a sí mismo 
ni que sea juez y parte. 


SEÑOR VALLEJO.- Respecto al artículo que se refiere a las cooperativas multimodales, tampoco 
creemos que sea conveniente, porque se habilitaría a muchas cooperativas que hoy están en el área del 
consumo y de la producción a generar también ahorros para prestar dinero. Creo que en ese sentido el 
mercado ya está cubierto por nuestras cooperativas y la inclusión de este tipo de cooperativas en otra 
modalidad teóricamente las habilitaría a prestar dinero. Sin embargo, a las de ahorro y crédito no se 
las habilita a ser de producción ni de consumo. Creemos que la parte de ahorro y crédito que ya está 
cubierta por nosotros está sectorizada hacia las cooperativas de producción y de consumo. Es otra de 
las grandes discrepancias que tenemos con el proyecto de CUDECOOP. 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- Desde el punto de vista de la modalidad del ahorro y crédito, quizás sea 
buena cosa que exista una cooperativa de producción que también sea de consumo. No lo sabemos, no 
incursionamos en esas áreas. Pero lo que no consideramos apropiado desde ningún punto de vista es 
que se creen cooperativas que bajo cualquier modalidad, por ejemplo, de vivienda, de producción o 
agropecuarias a su vez puedan tener una sección de ahorro y crédito. Nos oponemos. Si una 
cooperativa agropecuaria quiere tener una sección de producción o de vivienda y si les funciona, no nos 
parece mal. Estamos radicalmente en contra de que una cooperativa de cualquier naturaleza tenga 
además una sección de ahorro y crédito y más en la fórmula establecida en el proyecto de ley, porque 
no hay que olvidar la delicadeza que implica manejar dineros ajenos, lo que puede generar una 
distorsión importante. El manejo del dinero por parte de una cooperativa de ahorro y crédito debe ser 
llevado adelante con mucha delicadeza, prudencia y en cumplimiento de todas las normas y no 
consideramos que sea bueno que esa actividad se mezcle con otra. No consideramos sano que una 
cooperativa de ahorro y crédito haga paralelamente otro tipo de actividad cooperativa de cualquier 
naturaleza. En el caso puntual del cooperativismo de ahorro y crédito nos parece que tiene que 
funcionar exclusivamente para ese cometido. 


Además, por la ley de protección del salario -que seguramente ustedes conocen- se puede producir una 
distorsión importante en el mercado, en el sentido de que si una cooperativa de consumo tiene un excedente 
de dinero importante, de aprobarse esta iniciativa se le habilitaría para que preste dinero. Puede suceder que 
una cooperativa de consumo antigua, que tiene una prioridad importante en la retención de salarios de los 
trabajadores y pasivos, por la ley de protección del salario comience a prestar y como tiene una antigúedad 
mayor que otras cooperativas de ahorro y crédito, retenga antes que estas las cuotas de los créditos, quedando 
las posteriores en su creación sin cobrar. Esto puede llegar a generar una distorsión muy importante que creo 
desnaturalizaría todo el funcionamiento del sistema. 


Además, el proyecto establece que si en una cooperativa se arma una sección con otra modalidad, la 
operativa tiene un determinado tope, lo que también generaría un problema. Por ejemplo, creo que el 
proyecto establece un tope del 20%, es decir que la operativa de una sección que la cooperativa arme no 
puede superar el 20%. Si ese porcentaje se supera, esa sección de la cooperativa debe transformarse en una 
cooperativa propia o controlar su operativa. Esto, en la modalidad de ahorro y crédito es bastante absurdo, 
porque por ejemplo una cooperativa de consumo comienza a prestar dinero a sus socios, pasa el tope del 20% 
y ahí se genera el dilema de no prestar más dinero a los socios -lo que sería un problema para el socio porque 
ya se acostumbró a ese sistema- o transformar esa sección en una cooperativa de ahorro y crédito 
independiente. ¿Qué pasaría? Si la transformamos en una cooperativa aparte, como va a ser nueva, tendrá 
dificultades con la retención de los salarios por la existencia de la ley actual de protección del salario; de lo 


contrario, deberá retacearle créditos a un socio. Eso generaría una complicación que consideramos bastante 
absurda en la gestión de una cooperativa de cualquier naturaleza. 


Nos parece que no es razonable ni operativo que en una cooperativa exista un contralor de lo que puedo 
prestar o no, porque me puedo pasar de un tope. Eso generaría una complicación contable y administrativa 
que no tiene lógica. Si alguien quiere dedicarse a prestar dinero, que forme una cooperativa de ahorro y 
crédito; quien quiera hacer una cooperativa de consumo, que la haga y que funcione cada cual por su carril. 


Reitero que hablamos desde el punto de vista de la modalidad de ahorro y crédito; quizás esto pueda ser muy 
viable para las cooperativas de otras modalidades, multimodales, polifuncionales o como se les quiera llamar. 


Por otra parte, queremos referir brevemente a un asunto que está en el debate público: el de la reforma 
impositiva. En este sentido, hay todo un tema con las exoneraciones impositivas a las cooperativas. Algunas 
tienen determinadas exoneraciones y otras no, dependiendo de la modalidad. Si se elaborara un proyecto de 
ley general que regule todo el movimiento, creo que sería buena cosa establecer criterios razonables y más o 
menos parejos para todas las modalidades en cuanto a las exoneraciones impositivas, si es que las va a haber. 
En este sentido, no venimos con una propuesta concreta, porque se trata de un debate nuevo. Pero 
consideramos que si se aprobara en estos términos una ley general para las cooperativas, se debería regular - 
teniendo en cuenta lo que se está discutiendo en materia de reforma impositiva- la cuestión de las 
exoneraciones impositivas de forma definitiva, pareja, equilibrada y equitativa para todas las cooperativas. 


Tradicionalmente se ha entendido que una parte del fomento del cooperativismo pasa por las exoneraciones 
impositivas. Eso es cierto en determinada medida. Entonces, si va a haber exoneraciones impositivas para 
una modalidad de cooperativa a fin de fomentarla -lo cual estaría bien-, que eso sea parejo para todas. En el 
proyecto de ley se establecen exoneraciones puntuales para determinada modalidad y para otras no, lo cual 
no nos parece justo ni correcto, porque el cooperativismo es uno solo y funciona de la misma manera en 
todas las modalidades. Si una de las herramientas que se pretende utilizar para fomentar el cooperativismo es 
la exoneración impositiva, que se aplique con equilibrio y ecuanimidad para todas las modalidades y no solo 
para algunas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación al Consejo Superior de Cooperativismo, tal como se denomina 
en el proyecto a estudio, según entendí, ustedes no comparten la idea de que el Estado delegue en el 
movimiento cooperativo mecanismos de autocontrol, de autorregulación. 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- En la modalidad de ahorro y crédito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cualquier modalidad, porque en realidad el Consejo Superior de 
Cooperativismo regularía toda la actividad del movimiento cooperativo. En cuanto a la integración de 
este organismo, en el proyecto en consideración se prevé que haya dos representantes del Estado y dos 
del sector cooperativo, pero la Presidencia corresponderá al Estado. Además, dispone de un mecanismo 
de doble voto, o sea que es el que dirime las diferencias. Entonces, no entiendo por qué ustedes dicen 
que el Estado delega, cuando en realidad tiene la mayoría en ese organismo de contralor. 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- Es cierto lo que dice el Presidente. Se supone que ese Consejo 
funcionaría en la órbita de la OPP; además, en la visita que les hizo el doctor Rippe les habló de los 
recursos de revocación y de reposición. 


Ahora bien: nosotros consideramos -y reitero lo mismo- que el Consejo Superior de Cooperativismo puede 
servir muy bien para regular las otras modalidades de cooperativa; eso no nos parecería mal si es que el 
funcionamiento de ese Consejo les parece apropiado. Pero no estamos de acuerdo con que regule la 
modalidad de ahorro y crédito por la particularidad que mencioné. El movimiento no está unificado y puede 
haber un riesgo de regulación por parte de la competencia. Entonces, teniendo en cuenta la estructura y las 
competencias que tiene, no nos parece que ese Consejo sea la solución para la regulación del sector. 
Consideramos que eso debería estar en la órbita de un organismo del Estado, en el ámbito del Poder 
Ejecutivo, donde no hubiera miembros del movimiento cooperativo actuando como Juez y parte. Digo una 
vez más que esa tarea de supervisión y contralor del sector debe estar absolutamente en manos del Estado en 
lo que tiene que ver con la modalidad de ahorro y crédito. Capaz que para otras modalidades funcionaría 


bien, pero por la forma de ser de los uruguayos y por la realidad del sector, no vemos que esta sea una cosa 
positiva para nuestra modalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A partir de esta respuesta, deduzco que el problema no es que el Estado 
delegue, por las mismas razones que esgrime el señor Díaz Fernández. Se trata de un organismo que, 
según el proyecto, estaría en la órbita de la OPP y tendría mayoría estatal. Entonces, en realidad no 
hay delegación por parte del Estado. Lo que sí hay es participación del movimiento cooperativo. En el 
proyecto en consideración se reconoce a CUDECOOP como la organización que lo representaría; 
entonces, la razón de fondo es que ustedes no la integran. Aquí estaría ubicada la diferencia principal, 
que aclaro que es muy legítima. 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- Aunque nosotros integráramos CUDECOOP seguiría sin parecernos 
que eso esté bien. No se trata de que si a alguna organización de la cual somos parte le dan un lugar, 
entonces sí votamos el Consejo. Aunque nosotros integráramos CUDECOOP o le ofrecieran la 
participación en ese Consejo a la Cámara Uruguaya de Cooperativas de Ahorro y Crédito, a la que 
estamos afiliados, tampoco estaríamos de acuerdo. No queremos que el Estado delegue la supervisión 
de las cooperativas de ahorro y crédito en un organismo de esa naturaleza, en el que haya miembros 
del sector que sean juez y parte y puedan tomar decisiones sobre otras cooperativas de las que son 
competencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ustedes entienden que el movimiento cooperativo no debe estar 
representado en un organismo que ejerza el contralor del propio movimiento cooperativo. 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- Sí como asesor, en términos de consulta, pero no para tomar decisiones 
y votar. 


SEÑOR MUJICA.- No entiendo la objeción que ustedes hacen a la multimodalidad. Me da la 
impresión de que las cooperativas de consumo, por ejemplo, inevitablemente caen en alguna forma de 
multimodalidad porque otorgan créditos propios a sus asociados. Ahora bien: para pasar de ahí a 
alguna clase de préstamo, ni siquiera es preciso crear un nuevo departamento; simplemente hay que 
extender la actividad que ya se está haciendo. 


Entonces, reitero que no logro entender cuál es la esencia de la objeción que ustedes tienen con respecto a 
esto. 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- Nosotros consideramos que no corresponde que una cooperativa de 
consumo le preste dinero a los socios, de la misma manera que las cooperativas de ahorro y crédito no 
les vendemos productos a nuestros socios, porque eventualmente podríamos darles ese servicio. 
Creemos que cada modalidad debería ocuparse de una tarea de acuerdo con la naturaleza de la 
cooperativa. Reitero: no nos parece apropiado que haya cooperativas que realicen una actividad 
cualquiera y, además, la de ahorro y crédito. Si hay una cooperativa de consumo que también puede 
desarrollar la actividad de producción o trabajo asociado, si eso les parece bueno, no tenemos 
inconveniente. 


De cinco años a esta parte ha habido todo un fenómeno de aparición de cooperativas irregulares y se ha 
generado una cantidad de leyes y de decretos -aplicación del IMABA, aplicación del IVA a los intereses de 
los créditos, la ley sobre protección del salario-, siempre regulando la modalidad de ahorro y crédito, 
teniendo en cuenta la delicadeza que hay que tener con el manejo de los dineros de los socios. No nos parece 
que sea buena cosa que haya cooperativas multimodales que también tengan actividades de ahorro y crédito, 
pues creemos que esta labor debe ser hecha en exclusividad por las cooperativas de ahorro y crédito. 


SEÑOR PATRONE.- Evidentemente, sobre un mismo punto pueden existir diferentes enfoques, y lo 
que se nos presenta es un enfoque distinto con respecto a la propuesta del anteproyecto de ley marco 
para las cooperativas. 


En cuanto a la objeción al Consejo Superior, me vino a la mente un ejemplo que puede ser aclaratorio 
respecto de por qué el Estado no pierde sus capacidades de decisión por contar con la presencia de 
organizaciones o entidades representativas de un sector, aunque no tengan el ciento por ciento de 
representación de dicho sector. 


Ocurre, por ejemplo, en el ámbito de la industria de la carne, donde tenemos un Instituto Nacional de Carnes 
con una Junta integrada por representantes de la industria frigorífica y de los productores rurales, a través de 
la Asociación Rural y la Federación Rural, las que no agrupan al 100% de los productores rurales, en 
particular, a los más pequeños. 


Lo mismo ocurre con la industria frigorífica: la Cámara de la Industria Frigorífica y la Asociación de la 
Industria Frigorífica del Uruguay no están integradas por el 100% de los industriales, pues hay algunos de 
mucho porte, muy importantes, que están por fuera de estas organizaciones. 


Sin embargo, esto no implica que necesariamente se deban adoptar medidas que vayan en contra de los 
intereses de esas minorías, porque para eso está el papel del Estado, que está representado por quien ejerce el 
Gobierno y por las políticas que lleva adelante. Es decir que el Estado no es neutro en ese sentido, y eso está 
claro. 


De todas formas, teniendo definiciones claras de parte de este Gobierno con respecto a apoyar este tipo de 
sociedades, como las cooperativas, recibo y tomo apunte de las observaciones formuladas, pero tengo que 
decir que ese no es el objetivo por el que estamos trabajando en esta Comisión. Nuestro objetivo es que las 
cooperativas cuenten con un marco, puedan desarrollarse y sean la base de la generación de empleo y de 
producción de riqueza en el país. Ese es nuestro objetivo. 


Por lo tanto, con respecto a la objeción a la integración del Consejo Superior, debo decir que nosotros 
tenemos muchos otros elementos para discutir, por ejemplo, el lugar en que debe estar ubicado. Se plantea 
que debe estar en la órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto pero, ¿realmente debe estar allí? 
También debemos definir cómo se integra y qué competencias tendrá. Lo que establece este anteproyecto de 
ley son los elementos que estamos discutiendo y por los que estamos informándonos con la presencia de 
ustedes. 


Asimismo, suscribo la duda planteada por el señor Diputado Mujica respecto de la experiencia multimodal de 
las cooperativas. Este es un tema de cierta delicadeza pues si se liberara la posibilidad de ser multimodal, la 
objeción desaparecería, pero creo que la pregunta es si es conveniente o no, o bien si es necesario que exista 
esta posibilidad multimodal. Reitero que estos son aspectos que estamos discutiendo. 


Por lo tanto, más que preguntar mi intención fue la de marcar que todas las posiciones son bienvenidas para 
enriquecimiento de la discusión, en el acuerdo o en el disenso; después, con todo lo que hemos recibido, 
veremos cómo resolvemos este problema. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Recuerdo que en Maldonado mantuvimos una conversación al 
respecto, pero no entiendo cuando se habla de regular a la competencia. Los invitados del día de hoy 
nos dijeron que eran una cooperativa y que tienen beneficios para los asociados, pero no entiendo cuál 
es la competencia. 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- Hablamos de competencia en el sentido de que un conjunto de 
cooperativas que trabajen en equipo, que tengan cierta concepción y a partir de estar integrando el 
organismo terminen imponiendo algunas reglas de juego a las demás; me refiero a la competencia 
entre las cooperativas de ahorro y crédito. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- ¿ Se refiere a la tasa de interés? 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- Me refiero a cualquier tema que tenga que ver con el trabajo en esta 
modalidad. Por ejemplo, actualmente existe una norma a través de la cual se gravan con IVA las tasas 
de interés de los créditos que nosotros damos. Si el monto del crédito al socio en la cooperativa supera 
las 250 unidades reajustables, se debe aplicar el IVA, pero si esos montos son inferiores a esa cantidad, 
no se aplica el impuesto, siempre y cuando las cooperativas prestemos dinero por debajo de la tasa que 


aplica el Banco de la República al crédito social. Todas las cooperativas hacemos esto porque nadie 
quiere gravar con IVA a sus socios. Aquí hay una imposición clara con respecto a las tasas de interés, 
porque la cooperativa que pretende obtener mayor ganancia a través de la tasa de crédito sabe que si 
aumenta el porcentaje, debe aplicar el IVA. Este es un ejemplo. 


Por lo tanto, si este tipo de normas se establece por un Consejo en el que determinado tipo de cooperativas 
pueda tener mayor incidencia que otras, en base a sus acuerdos políticos, por su capacidad de lobby o por su 
gestión, se corre el riesgo de que un conjunto de cooperativas pueda establecer normas para regular a las 
otras. 


SEÑOR BLASINA.- Con esta reflexión no pretendo introducir aspectos polémicos porque, además, no 
es la característica de la Comisión cuando recibe delegaciones. La Comisión luego discutirá los 
distintos aspectos que se están planteando. 


Insisto en que lo que voy a decir no implica afán de polemizar, pero lo que nosotros estamos impulsando 
tiene detrás una concepción, y se me ocurre que lo que aquí se ha planteado es una diferencia de 
concepciones. 


Nuestra concepción es la de intentar aunar -por lo menos en una primera etapa- distintas normas que están 
diseminadas, en torno a los diferentes sectores y aun dentro de cada uno de ellos, con respecto al tema de las 
cooperativas. Con toda franqueza, digo que no veo otra forma que comenzar a unificar el sistema cooperativo 
y a potenciarlo -porque la unificación potencia- que no sea a través de una norma como la que estamos 
analizando, más allá de la alteración hacia un lado o hacia otro de sus contenidos actuales. 


Esa es la base para pensar en un futuro para que las cooperativas tengan un rol distinto. Ustedes conocen bien 
el pensamiento del doctor Rippe; lo acaba de mencionar el señor Díaz Fernández. Precisamente, el doctor 
Rippe piensa lo mismo que estoy manifestando ahora, aunque él lo plantea como una cuestión inmediata y, 
tal vez, eso pueda verse como una cuestión mediata, a futuro. 


A fin de ser francos, creo que detrás de esto hay un problema de concepción, respetando naturalmente los 
intereses que ustedes defienden. Es hasta obvio que lo diga. 


De otra forma, ¿cuál sería la otra alternativa? Cualquier sector tendría elementos objetivos para plantear la 
inconveniencia en cuanto a la estructuración de un proyecto de ley de esta naturaleza. ¿Cuál sería la 
alternativa? 


La idea general del Parlamento, que dio ingreso a esta norma que venía con una iniciativa de afuera -era un 
anteproyecto de ley-, es justamente comenzar a regular el sistema cooperativo. 


Voy a comentar algo para dejar más clara mi idea. 


Una de las bases del sistema de cooperativismo es la tendencia a la autogestión. Entonces, la autogestión se 
desarrolla en la medida en que haya normas sobre las cuales se apoye, más allá de normas futuras que la 
impulsen. Pero es muy difícil pensar en la autogestión de los distintos sectores que integran el 
cooperativismo si no hay elementos que los vinculen. La potencia de este sistema, independientemente de la 
opinión que tengamos sobre el cooperativismo, objetivamente, es que va introduciendo un sistema distinto 
desde muchos puntos de vista, inclusive hasta de las relaciones de producción del país. 


Entonces, la pregunta es: ¿cuál sería a alternativa: que todo siga tal cual ha estado hasta ahora? 


SEÑORA CHIAPPARA.- Que quede claro que la posición de las cooperativas de ahorro y crédito de 
Maldonado no es oponerse a la existencia ni a la aprobación de una ley marco. Entendemos que es 
bueno. Por supuesto, compartimos con el señor Diputado que, de aprobarse una ley marco que agrupe 
y regule a todas las modalidades de cooperativas, podría ser un camino para fomentar el sistema 
cooperativo en general. Por eso, en el último tramo de la exposición de Díaz Fernández, él dijo: por 
ejemplo, hay un tema que dejamos planteado; si la idea es mediante esta ley y mediante toda la 
reforma tributaria, apoyar y fomentar el sistema cooperativo, esta es una oportunidad. 


La ley marco es una oportunidad, junto con la reforma tributaria generalizada, de fomentar el cooperativismo. 
O sea que no estamos en contra de una ley marco. Entendemos que puede propiciar el fortalecimiento del 
sistema cooperativo. Lo que tal vez no quedó claro era que veníamos a aportar el punto de vista de las 
cooperativas de ahorro y crédito de capitalización, a los efectos de que se tomen en cuenta ciertas 
particularidades que creemos que son importantes en el marco de una ley marco, valga la redundancia. 
Estamos marcando cosas que nos caracterizan de forma particular a nuestra modalidad, pero no nos 
oponemos a la existencia de una ley marco. 


No nos oponemos a que exista un consejo, pero ¿qué facultades les vamos a dar? ¿De asesoramiento? Bueno, 
podemos estar de acuerdo. Podemos también discutir dónde va a estar: en el ámbito de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto o en otro lugar. Pero queremos dejar claro que entendemos que en nuestra 
modalidad, donde lo que estamos manejando es dinero de los propios socios, sería bueno que las reglas de 
juego fueran impuestas por un tercero imparcial y no por la propia parte. Como dijo el señor Diputado 
Patrone, el Estado no es indiferente; siempre tiene una tendencia. Los señores Diputados podrán decir que en 
este momento el Estado tiene determinada idea y es fomentar el sistema cooperativo. Pero no sabemos en 
próximas Legislaturas cuál va a ser la idea: si el fomento o no. Está bien que aprovechemos este momento 
para que se apruebe la ley marco, pero no podemos ser ingenuos y creer que todos los Gobiernos siguientes 
van a tener la misma voluntad. Entonces, que quede claro quién va a fijar las reglas de juego. 


Aprovecho para decir algo que no está previsto en la ley marco, pero que me parece importante. La ley marco 
podría ser una oportunidad para regular todo el tema de las retenciones de salarios, que son fundamentales en 
nuestra forma de ahorro y crédito de capitalización para cobrar los créditos. Es una ley diferente. Si bien 
excede la órbita de esta Comisión, creemos que sí es un tema que no se puede olvidar. La forma de retención 
de los salarios es fundamental para la existencia y la sobrevivencia de las cooperativas de ahorro y crédito de 
capitalización. Si bien excede la ley marco que estamos tratando, reitero que es un tema fundamental que la 
Comisión no debe olvidar. 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- Estamos de acuerdo con la existencia de una ley marco que regule a 
todo el sector y dé uniformidad a un montón de leyes desperdigadas con el paso del tiempo. Nos parece 
que sería una cosa muy sana y muy buena para todo el movimiento. Consideramos -por eso somos 
cooperativistas- que la herramienta como cooperativa, en cualquier modalidad, es un instrumento de 
desarrollo y es una de las vías que tiene este país para tratar de salir adelante. Más aún: las 
cooperativas de ahorro y crédito de capitalización, que ya tienen una trayectoria en el mercado, tienen 
importantes excedentes de dinero que nos gustaría volcar a la producción. Si ese dinero lo podemos 
volcar prestándoselo a otras cooperativas que se dedican a producir para sacar el país adelante, 
estaríamos encantados de poder hacerlo en un marco normativo apropiado. Simplemente, nos 
preocupa lo que este proyecto de ley afectaría a nuestra modalidad; así queremos sentar las 
discrepancias. Nos parece bueno que exista un proyecto general que regule a todas las sociedades de 
cooperativas y estamos involucrados en el cooperativo por nuestra concepción de vida y porque 
creemos que es una de las herramientas para sacar el país adelante. Nos ocupamos de dar créditos 
para el consumo y producción a gente que no accede al crédito a través de otra vía. A partir de la crisis 
de 2002, la experiencia fue bien notoria: los bancos cerraron y dejaron de prestar, y nosotros seguimos 
prestando con todos los problemas impositivos -del IVA-, de la ley de protección del salario, etcétera. 
Pero seguimos prestando y todas las cooperativas tenemos un importante excedente de dinero, en 
proporción a su tamaño, que estamos deseosas de volcar a la producción. 


La preocupación que tenemos es que este proyecto de ley afecta nuestra modalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ustedes hicieron referencia a otras experiencias, quiero comentarles 
que, precisamente, sobre eso íbamos a conversar luego de recibirlos. Podemos decirles que tanto en 
Argentina como en Paraguay y Costa Rica -quizá haya otras experiencias; hemos recogido estas- 
existen organismos que regulan el sector de la llamada economía social o cooperativismo y, en todos los 
casos, tienen presencia del Estado y del movimiento cooperativo. Por ejemplo, en Argentina existe el 
Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social, que funciona como un organismo 
desconcentrado en el Ministerio de Desarrollo Social. Vale la pena aclarar que ese Ministerio no tiene 
nada que ver con nuestra Cartera; tienen el mismo nombre, pero las funciones son diferentes. Ese 
Instituto tiene un Directorio integrado por un Presidente y cuatro Vocales, designados por el Poder 


Ejecutivo a propuesta del Ministerio. Dos de los vocales son elegidos de ternas elevadas por las 
organizaciones más representativas del movimiento cooperativo, con las reglas de la pertinente 
reglamentación. Aquí sucede lo mismo. Hay una Comisión Honoraria; la integración se produce a 
partir de propuestas del movimiento cooperativo, entre las cuales elige el Poder Ejecutivo. 


En Paraguay hay una expresión más radical. Existe una persona jurídica de derecho público autónoma y 
autárquica; se trata de una experiencia nueva. Hay cinco miembros: un Presidente electo por el Poder 
Ejecutivo de una terna propuesta por una asamblea nacional de cooperativas y cuatro integrantes electos 
directamente por las cooperativas. Es decir que el Estado claramente está en minoría. 


En Costa Rica -país que tiene algunas similitudes con el nuestro- hay siete miembros: uno del Banco 
Nacional de Costa Rica, uno del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, uno del Ministerio de Agricultura 
y Ganadería y cuatro designados por las cooperativas, en el seno del llamado Consejo Nacional de 
Cooperativas. 


Básicamente, en todos los casos las potestades son las mismas: regulación, control, fomento y demás. 


Creo que -mi intención es simplemente dejar una constancia porque las posiciones están claras- parte de la 
política de fomento y desarrollo del movimiento cooperativo depende de que el movimiento cooperativo 
participe en el control y en la regulación en un régimen en el cual predomine el Estado. Me parece que la 
integración y la presencia son elementos de fomento. A veces no debemos reducir los aspectos vinculados al 
fomento y al desarrollo a los aspectos vinculados a lo económico -a las exoneraciones o eventualmente a los 
apoyos que se puedan dar- porque la creación de organismos que comprometen al movimiento cooperativo en 
su rol de actor social, son en sí mismos medidas que contribuyen a su promoción y a su desarrollo. 


SEÑOR DÍAZ FERNÁNDEZ.- Les vamos a dejar una carpeta que contiene un anteproyecto de ley 
elaborado por un equipo liderado por el doctor Rippe, que específicamente refiere a la regulación de 
nuestra modalidad. Este anteproyecto va a ingresar al Parlamento a iniciativa del señor Senador 
Breccia. En este material figura la posición de un conjunto de cooperativas sobre cómo deberían ser 
reguladas, siempre hablando de la modalidad de ahorro y crédito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala una delegación de Cooperativas de Ahorro y Crédito de Capitalización del departamento de 
Maldonado) 


La Mesa deja constancia de que se está repartiendo un material que hace referencia a legislación 
comparada y a organismos de contralor existentes en algunos países de América Latina respecto al 
tema que conversamos con la delegación. También se va a entregar el anteproyecto que la delegación 
entregó, referente al sistema de ahorro y crédito. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


